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CONSIDERACIONES PREVIAS 
1. La modificación del Código Civil en materia de tutela, 
que se produce al promulgarse la Ley 13/83, de 24 de oc­
tubre, sobre esta materia, supuso una modificación sustan­
cial y, beneficiosa, de la situación jurídico asistencial del 
enfermo mental, entre otros aspectos al revocar el Decreto 
de 3 de julio de 1931 sobre asistencia a enfermos psíquicos. 
Este Decreto fue, en su día, un importante avance legisla­
tivo en la ordenación jurídica de la asistencia a los enfermos 
mentales pero en la actualidad resultaba obsoleto por razo­
nes obvias, dadas las modificaciones que en materia de aten­
ción al enfermo mental se han venido produciendo desde 
1931. 
2. Tanto desde los dispositivos de la administración de jus­
ticia como desde los dispositivos sanitarios se han observa­
do, con una cierta frecuencia, dificultades en la aplicación 
de la nueva normativa. Dificultades que, generalmente, se 
achacaban a tres motivos: 
a) Falta de desarrollo legislativo del artículo 211 del Códi­
go Civil y del artículo 20 de la Ley General de Sanidad. 
b) Insuficiente coordinación entre los dispositivos de ad­
ministración de justicia y los dispositivos sanitarios y de ser­
vicios sociales implicados en esta materia. 
c) Insuficiente definición de las responsabilidades y com­
petencias que las diferentes administraciones sanitarias y de 
servicios sociales tienen en la atención al enfermo mental y/o 
al minusválido psíquico en Castilla-La Mancha. 
3. Si bien es cierto que la mayor parte de las situaciones 
planteadas se han ido resolviendo satisfactoriamente, dado 
la colaboración existente entre los profesionales de las dis­
tintas administraciones, también es cierto que estos proble­
mas subsisten. 
4. Por todo ello la Junta de Comunidades de Castilla-La 
Mancha y el Consejo General del Poder Judicial considera­
ron oportuno promover y organizar un encuentro de profe­
sionales implicados en esta materia que permitiese una 
reflexión conjunta sobre el tema. 
5. Es este el motivo por el que se organizó este primer en­
cuentro, con asistencia de jueces, fiscales, forenses y respon­
sables sanitarios en materia de atención a la salud mental y 
asistencia psiquiátrica de Castilla-La Mancha. 
6. Se pretendía en él analizar dos temas complementarios: 
a) La aplicación del artículo 211 del Código Civil sobre in­
ternamiento del presunto incapaz. 
b) La incapacitación por enfermedad o deficiencia psíquica. 
7. La metodología seguida fue la siguiente: 
a) Exposición teórica a través de cuatro ponencias: 
-Situación en Castilla-La Mancha de los dispositivos de 
administración de justicia, sanitarios y servicios sociales. 
-Dificultades reales en Castilla-La Mancha de la aplica­
ción del artículo 211 de Código Civil y posibles mejoras. 
- Problemas que plantea el internamiento involuntario ur­
gente y el sistema sanitario en la atención y traslado de en­
fermos mentales. 
- La incapacitación por enfermedad o deficiencia psíquica. 
b) Discusión en grupos de trabajo reducidos sobre los te­
mas planteados en las ponencias. 
c) Sesiones plenarias de discusión de conclusiones. 
8. De todo este trabajo surgieron las conclusiones que se 
detallan a continuación y que pretenden ser un marco orien­
tativo para reuniones similares en cada una de las cinco pro­
vincias de Castilla-La Mancha que ayuden a mejorar la 
situación jurídico asistencial del enfermo mental en esta Co­
munidad Autonoma. 
CONCLUSIONES 
A. Sobre la aplicación del artículo 211 del Código Civil. 
1. Competencia. La competencia territorial en materia de 
internamientos de presuntos incapaces al amparo del artícu­
lo 211 del Código Civil. De acuedo a las reglas generales es­
tablecidas en la Ley de Enjuiciamiento Civil, a falta de una 
determinación legal expresa, obvio es que la misma habría 
de determinarse de acuerdo al lugar del domicilio del pre­
sunto incapaz; más al tratarse de medidas urgentes, debe re­
caer en el Juez del lugar donde aquél se encuentre; 
respondiendo, de cualquier forma, a la casuística que en con­
creto se plantee, puesto que de lo que se trata es de actuar 
medidas de protección en supuestos, que por su naturaleza, 
son puntuales. Así pues, la petición de internamiento siem­
pre habrá de dirigirse al juez del lugar donde el presunto in­
capaz se encuentre en el momento de la urgencia. 
2. Intervención del Ministerio Fiscal. Una vez se inicie la 
actuación judicial, y antes de la autorización (que no orden) 
o denegación del internamiento, se considera oportuna, mas 
no obligada -por cuanto no hay precepto legal que así lo 
ordene-, la intervención del Ministerio Fiscal, que al me­
nos, dadas las dificultades operativas (por la urgencia y bre­
vedad de actuación y la escasez de medios personales en 
las Fiscalias de la Comunidad); habría de concretarse en una 
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puesta inmediata en conocimiento del mismo; puesto que 
no puede olvidarse que a él le corresponde la defensa de 
menores e incapaces, como, en cualquier caso, a los efectos 
prevenidos en el artículo 203 del Código Civil. Artículo éste 
que puede permitir la orden -no autorización- de ingreso 
en un centro de asistencia sanitaria o social, que no de agu­
dos (supuesto normal del internamiento): se observa casos 
en los que al desaparecer la crisis del presunto incapaz, in­
ternado previa autorización judicial, se produce el alta hos­
pitalaria, mas se aconseja el ingreso en un centro socio 
sanitario, lo que, y a fin de evitar sucesivas autorizaciones 
judiciales de traslado de centros, se hace necesario optar por 
actuar una medida cautelar, cual pueda ser la orden de in­
greso en dichas unidades, dando cuenta, obviamente, al Mi­
nisterio Fiscal. 
3. Menores sujetos a patria potestad. En relación con los 
menores sujetos a patria potestad, bastaría al efecto la auto­
rización de los padres, mas en los casos de divergencias en­
tre estos sobre la oportunidad o no del internamiento, 
procedería la necesaria autorización judicial. 
4. Determinación del facultativo. El facultativo a que alu­
de el artículo 211 del Código Civil, será el que el Juez deter­
mine, pudiendo recaer en el médico forense o no. Más resulta 
aconsejable que, en su caso, se acuda al médico que tenga 
conocimiento anterior de la salud del presunto incapaz, sea 
de asistencia primaria (la cual -sería deseable- se implica­
se más directamente en temas de salud mental), sea de asis­
tencia psiquiátrica, si aquél que ha estado sometido a 
tratamiento psiquiátrico anterior; por cuanto de lo que se trata 
es que al Juez se le puedan suministrar los mayores datos 
sobre la salud mental del individuo en cuestión, para, con 
ello, autorizar o no el internamiento; teniéndose siempre pre­
sente que el internamiento (como el alta) debe responder a 
criterios estrictamente médicos; esto es, después de la auto­
rización judicial, será el servicio médico en cuestión -el que 
reciba al presunto incapaz-, quien determine si procede o 
no el ingreso. 
5. Coordinación de servicios. Se denota una escasez de 
recursos asistenciales y una insuficiente coordinación de los 
mismos; asimismo, un cierto desconocimiento, por parte de 
jueces, fiscales y médicos forenses, del sistema sanitario de 
Salud Mental en la Comunidad; como también por parte de 
los profesionales sanitarios, de las vías de actuación judicial. 
Al efecto, se estima necesario establecer vías de comunica­
ción, permanentes y fluidas, entre ambos colectivos, y, como 
primer paso, entre aquellos y los Coordinadores de Salud Men­
tal (de Area Regional), para, con ello, obviar problemas que 
a diario, y, por tal desconocimiento, se plantean. Como se­
gundo, y al mismo tiempo, la transmisión de información en­
tre la Junta de Comunidades y Tribunal Superio de Justicia. 
6. Reingresos de pacientes. Se manifiesta el problema de 
los reingresos de pacientes, ya internados anteriormente por 
autorización judicial, y que han sido dotados de alta hospi­
talaria: en estos casos, se requerirá nueva autorización judi­
cial (supuesto el caso de reingreso involuntario). 
7. Documentación. Se aconseja llevar a cabo una norma­
lización de documentos hospitalarios, a cuyo fin, la Conse­
jería debería elaborarlos con la ayuda de los profesionales 
que considerase necesarios. 
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8. Derechos fundamentales del presunto incapaz. Se par­
te de la base de que la intervención del Juez en el interna­
miento psiquiátrico involuntario es, fundamentalmente, para 
garantizar los derechos de la persona, teniéndose presente 
que el término involuntario implica que la persona no presta 
su conformidad al internamiento, y sus condiciones psíqui­
cas no la habilitan para una decisión libre. Si mediara con­
sentimiento de la persona, entendido éste como declaración 
de voluntad dirigida a prestar conformidad con el ingreso 
prescrito, el médico debe valorar, con un criterio no precisa­
mente restrictivo, la capacidad psíquica que valida la decla­
ración. Asimismo, el internamiento involuntario de una 
persona, no presupone su incapacitación. De igual modo, 
la incapacitación tampoco es determinante del internamiento. 
9. Traslado de enfermos. En el traslado de enfermos men­
tales al hospital, se deben respetar todos los derechos que 
a aquellos les corresponden como personas, evitando cual­
quier trato degradante. Por ello, el traslado deberá realizarse 
bajo indicación médica y por personal sanitario, preferente­
mente especializado, debiéndose al efecto potenciar los ser­
vicios de traslado de los dispositivos sanitarios de la 
Comunidad, y, sobre todo, potenciar la actuación de la asis­
tencia primaria; facilitando a los profesionales de este nivel 
adecuados programas de formación o reciclaje en esta 
materia. 
10. Intervención de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 
El personal sanitario en su caso, podrá obtener protección 
de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, basada en un claro 
deber de colaboración, máxime en estados de obvia necesi­
dad que requieren una intervención sin demora y urgente; 
reconociéndose que no es a dichas fuerzas a quienes corres­
ponde el traslado del enfermo mental. A tal fin debe reco­
mendarse se inicien gestiones, de carácter informativo, con 
los representantes de aquellas en la Comunidad, a fin de que 
las mismas asuman tal deber. Y de esta forma se evitaría la 
denominada judicialización de internamientos involuntarios 
urgentes cuando se plantean problemas de traslado. De otro 
lado, supuesto el caso de tener que proceder al internamiento 
de una persona que se niega a abrir su domicilio, deberá el 
juez previamente autorizar su apertura, toda vez que la in­
violabilidad del domicilio es un derecho constitucional reco­
nocido a todos. 
11. Determinación de la persona que en concreto viene 
obligada a comunicar al Juez el internamiento. Sin perjuicio 
de que el parte médico debe estar suscrito por el facultativo 
receptor del enfermo, será el centro psiquiátrico, ya sea a tra­
vés de la Dirección o Jefe de Servicio, ya a través del servi­
cio administrativo que se estime oportuno, el que al efecto 
deberá actuar las medidas oportunas para que la comunica­
ción llegue en plazo legal al Juez de La Instancia, que será 
el del lugar en donde se encuentre el centro. Una vez éste 
tenga conocimiento del internamiento, iniciado el expedien­
te al efecto por sus trámites legales, deberá resolver sobre 
la procedencia del internamiento, sin que esté sujeto a plazo 
legal para la autorización, por no establecerse en la ley; mas, 
y por cuestiones de índole médico administrativa, como en 
evitación de dilaciones, se aconseja se resuelva en un plazo 
no superior a cinco días. 
12. Duración del internamiento. El internamiento involun­
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tario, como privación que es de un derecho fundamental que 
sólo se justifica en estrictas necesidades terapéuticas, debe 
durar el tiempo mínimo imprescindible, según criterio médi­
co. Durante la permanencia del enfermo en el hospital, se 
mantiene el control judicial, por lo que deberá informarse al 
juez en los periodos que el mismo establezca, los cuales no 
podrán dilatarse en ningún caso por más de seis meses se­
gún mandato legal; todo ello, sin perjuicio de que el 
Juez, como el Fiscal, deban realizar las visitas oportunas al 
centro, destinadas a la vigilancia y seguimiento del presunto 
incapaz. 
13. Internamiento de ancianos o deficientes mentales en 
resisdencias asistidas: si aquellos no reúnen las condiciones 
psíquicas de libre determinación, y al tratarse de una priva­
ción de libertad, deberá aplicarse analógicamente la norma­
tiva del artículo 211 C.C. (obsérvese que este precepto no 
se limita al internamiento en hospital psiquiátrico) o bien ac­
tuar por la vía del artículo 203 C.C. 
B. Sobre la incapacitación. 
14. Diagnóstico clínico sobre la incapacitación. Al objeto 
de proceder a una incapacitación no es suficiente justificar 
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la existencia de un trastorno mental persistente (diagnóstico 
clínico), sino que debe argumentarse sobre la valoración de 
discapacidad o minusvalía que aquél origine en el slljeto y 
que precisa una evaluación específica en relación con su 
contexto. 
15. Límites de la incapacitación. En caso de considerarse 
procedente la incapacitación, deben proponerse por el sani­
tario correspondiente sus límites, siendo preferible en gene­
ral la incapacitación parcial, cuyos límites deben ser 
establecidos claramente por el juez. 
16. Tutela del incapacitado. Es fundamental evaluar el con­
texto familiar del presunto incapaz, dada la frecuencia de si­
tuaciones patológicas o disfuncionales. En caso de existir estas 
o en ausencia de familiares, se considera preferible la desig­
nación de un tutor institucional diferente de los responsables 
de los centros de hospitalización o internamiento. Se insta, 
por ello, a la Junta de Comunidades a que cree Comisiones 
de Tutela de carácter provincial y a que potencie la creación 
y funcionamiento de Asociaciones familiares de enfermos 
mentales, para que el juez disponga de más amplias posibili­
dades para nombrar tutor. 
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